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TLA: DENUNCIAN PROYECTO DE LEY DE AGUA EN PANAMÁ

El acaparamiento de las fuentes de agua, en detrimento de las comunidades indígenas y campesinas, con el otorgamiento de concesiones permanentes a empresas y particulares, para uso doméstico, limita el derecho al mejor uso colectivo, como lo establece la constitución panameña, afirmaron hoy en la audiencia del Tribunal Latinoamericano del Agua (TLA) los representantes de diversas organizaciones sociales panameñas. 
Los demandantes – la organización “Consumo Ético”, “Población y Desarrollo y la Coordinadora Nacional de Mujeres Indígenas de Panamá (CONAMUIP)– presentaron su demanda en la audiencia que el Tribunal Latinoamericano del Agua está levando a cabo esta semana en Antigua, Guatemala.
“En el marco de las privatizaciones, el estado empieza a otorgar concesiones de agua, algunas en forma permanente. Esta masificación de concesiones se ha venido dando a partir de 1997”, afirmaron los denunciantes.
La Asamblea Legislativa de Panamá está estudiando un proyecto de ley que establece un marco regulatorio para la gestión del recurso hídrico que, según los demandantes, “sometería el uso del agua a un régimen de concesiones en todo el territorio panameño”.
“Esto iría en detrimento de la naturaleza colectiva y de bien público de las aguas, en especial, en las tierras colectivas de las comarcas indígenas panameñas”, aseguran.
Esta ley propiciaría el acaparamiento de las fuentes hídricas, transformado el agua en una mercancía y propiciando su tenencia para unos pocos y la escasez y encarecimiento para la mayoría, así como afectaría el libre acceso al agua por parte de las comunidades indígenas, aseguran.
El tema fue tratado hoy en la audiencia del TLA, en presencia de dos representantes de la Autoridad Nacional del Ambiente, el jefe de la asesoría legal, Harley Mitchell M. y Betzaida Carranza, subjefa de la misma oficina.
Carranza afirmó que acepta que se han multiplicado concesiones y hemos realizado campañas conjuntamente con el Ministerio de Salud, que dirige las juntas administradoras de acueductos rurales, a fin de que las comunidades se acerquen a solicitar su contrato de concesión.
Hacemos esto porque ese contrato otorga, formalmente, el derecho al uso del agua. Y, como un derecho legalmente reconocido, las partes pueden hacer reclamaciones en cuanto al acceso, o al abuso para impedir el acceso al recurso hídrico”, explicó.
“La posición del estado es que, en primer lugar, debemos actualizar nuestras normas de manejo de agua, porque el decreto-ley que las rige tiene 40 años y no integra la planificación y conservación ambiental, ni principios internacionales”, agregó.
Para nosotros, concluyó la funcionaria panameña, “el conflicto es más una cuestión de interpretación del contenido de las normas y de la propuesta, porque, si bien se ha presentado una situación conflictiva en torno a este tema, no se ha presentado en la mesa de debate una propuesta concreta que tienda a mejorar lo establecido en el anteproyecto”.
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